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Defensoria

Provincia de Buenos Aires



                                   
      La Plata, 5 de febrero de 2019
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, lo establecido en la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 13.834 y sus modificatorias, el expediente interno Nº 22800- 13104/16 y,
CONSIDERANDO
Que se iniciaron las presentes actuaciones en virtud del reclamo formulado por la Sra. V C R, D.N.I. Nº, quien solicitó nuestra intervención en el marco de la situación de violencia de género que se encuentra atravesando, ejercida por parte de su vecino, G R.
Que en base a la queja formulada, y de acuerdo a la temática, tomó intervención el Observatorio de Violencia de Género (en adelante OVG) de esta Defensoría del Pueblo -creado como una herramienta para el tratamiento, seguimiento y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género en la Provincia de Buenos Aires-. Tomaron conocimiento que la Sra. R es vecina del Sr. R, viviendo ambos en la misma cuadra a un par de casas de distancia, y que desde aproximadamente el mes de mayo de 2015 estaría siendo víctima de acosos, hostigamientos, amenazas y lesiones por parte del mismo.
Que los referidos hechos de violencia fueron motivo de diferentes denuncias policiales, que generaron las respectivas Investigaciones Penales Preparatorias (IPP), radicadas en distintas Unidades Fiscales de Investigación (UFI). Ello implicaba una fragmentación en la investigación de los delitos presuntamente cometidos contra la mujer y que fueran denunciados por la misma.
Que en este sentido, desde el OVG se cursó solicitud de informes a la Fiscalía General del Departamento Judicial de Moreno, donde tramitan las causas, a los fines que indiquen la totalidad de las IPP existentes por los mismos hechos, obrantes en dicho Departamento e informando el estado de las mismas. Asimismo, se sugirió que se tomen medidas adecuadas tendientes a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia, toda vez que se trataría de hechos reiterados y actuales.
Que el 15 de julio de 2016, el  Fiscal General dictó una Resolución en el marco de la IPP Nº 09-02-14461-15 caratulada “R, J G s/ Abuso Sexual”, en la cual ordenó la reapertura de dicha actuaciones y la acumulación a la misma de otras seis IPP relacionadas, debiendo tramitar todas ellas ante la UFI Nº5 del Departamento Judicial de Moreno, especializada en Violencia de Género.                      
                   Que en la misma Resolución se indica al titular de esa UFI Nº5 que “deberá ponerse especial atención en el seguimiento e investigación de este caso adoptando las medidas preventivas y cautelares que pudieran corresponder para evitar la continuidad y agravamiento de las situaciones de violencia hasta aquí ocurridas y brindarse a la Sra. R la contención necesaria a través de los especialistas del Centro de Asistencia a la Víctima.”
Que en el mes de octubre de 2016 el OVG envió una nota al Fiscal General del Departamento Judicial de Moreno solicitando nueva información respecto al estado de cumplimiento de cada una de las medidas adoptadas, la cual a la fecha no ha sido respondida por parte de dicho Organismo.
Que en Abril de 2017 la Sra. R volvió a comunicarse con nuestro organismo, informando que no se habían registrado avances en las investigaciones respecto de los delitos por ella denunciados en el fuero penal, manifestando haber sufrido nuevas amenazas por parte del Sr. R, que dieron lugar a una nueva denuncia, que fuera remitida a la UFI Nº5 de Moreno para su tramitación con las demás investigaciones penales preparatorias previas, atento la identidad de sujetos involucrados.
Que como consecuencia de dicha comunicación, se envió un nuevo pedido de informes a esa UFI Nº5, solicitando indiquen las actuaciones realizadas en función de los nuevos hechos de violencia denunciados por la Sra. R y el estado de las IPP en trámite por ante dicha instancia. No se obtuvo respuesta a tal requerimiento.
Que posteriormente, el OVG mantuvo dos entrevistas con la reclamante, quien manifestó haber sido víctima de nuevos hechos de violencia por parte del Sr. R y que, tal como había acordado en la audiencia celebrada con la auxiliar letrada de la UFI Nº5 en el mes de agosto, ante el surgimiento de nuevas situaciones violentas debería llamar al 911 y/o solicitar se informe a la custodia dinámica dispuesta oportunamente por esa Fiscalía especializada.
Que posteriormente la Sra. R fue convocada a presentarse en la Oficina de Resolución Alternativa de Conflictos (ORAC), aunque manifestó que no deseaba ser sometida a ningún tipo de mediación con su vecino, al que había denunciado en reiteradas oportunidades.
Que en noviembre de 2017 se reiteró el pedido de informes al Agente Fiscal a cargo de la UFI Nº5 de Moreno, el cual fue contestado en diciembre del mismo año, remitiendo copia íntegra de todas las IPP obrantes en aquella Unidad Fiscal. En la respuesta cursada se manifiesta que “se investiga un complejo entramado de denuncias y acusaciones cruzadas entre las partes V C R, G D A, J G R y V S C, que intercambian activamente el rol de víctimas e imputados y tienen su nudo de origen en la IPP nº 09-02-014461-15, en la que se ha investigado el delito de abuso sexual simple.”
Que luego de realizar un análisis sobre las IPP remitidas, el equipo del OVG dejó constancia que el funcionario en su respuesta realiza una valoración parcializada de las actuaciones en general, equiparando la situación de las partes en las denuncias sin historizar los hechos ni advertir que lo que denomina como un “complejo entramado de denuncias y acusaciones cruzadas” tiene su origen en la denuncia por abuso sexual e intento de secuestro que habría sufrido la Sra. R por parte del Sr. R, la cual a esa fecha se encontraba archivada, y que ello había generado situaciones conflictivas incesantes, considerando que las mismas no han tenido un abordaje judicial apropiado atento la gravedad de los hechos denunciados.
Que asimismo, el OVG advierte que, tal como consta en la respuesta referida, el Ministerio Público remitió las IPP en trámite a la Oficina de Resolución Alternativa de Conflictos a fin de “arbitrar los medios para la conciliación y/o solución pacífica del conflicto, proceso del que desistió la Sra. R voluntariamente, prosiguiendo con la investigación”. Las integrantes del OVG valoraron que tal medida se había dispuesto sin dar cuenta de la causa inicial de violencia de género y las varias denuncias penales conexas a la misma, destacando que existe profusa normativa nacional e internacional que prohíbe la utilización de medios alternativos de resolución de conflictos cuando median causas de violencia de género.
Que en este sentido, la ley nacional Nº26.485 de Protección Integral a las Mujeres establece en el art. 28 que “quedan prohibidas las audiencias de mediación o conciliación”, disponiéndose en el  art. 16 que “Los organismos del Estado deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento judicial o administrativo, además de todos los derechos reconocidos en la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por la Nación Argentina, la presente ley y las leyes que en consecuencia se dicten... b) A obtener una respuesta oportuna y efectiva... e) A recibir protección judicial urgente y preventiva cuando se encuentren amenazados o vulnerados cualquiera de los derechos enunciados en el artículo 3º de la presente ley...”
Que en este sentido, la mediación resulta ser un método apto para resolver conflictos entre partes que en principio se encuentran en igualdad de condiciones y por ello pueden acordar una solución, pero que dicha situación no es posible equipararla a casos originados en hechos de violencia de género.
Que a su vez, la ley provincial 13.433 establece el Régimen de resolución alternativa de conflictos penales que se instrumenta en el ámbito del Ministerio Público, quien “utilizará dentro de los mecanismos de resolución de conflictos, la mediación y la conciliación a los fines de pacificar el conflicto, procurar la reconciliación entre las partes, posibilitar la reparación voluntaria del daño causado, evitar la revictimación...”. Pero la  norma local en su art. 6° establece que no procederá el trámite de la mediación penal, entre otras, en aquellas causas dolosas relativas a delitos previstos en el Libro Segundo del Código Penal, Título 1 (Delitos contra la vida), Título 3 (Delitos contra la integridad sexual).
Que asimismo, la ley bonaerense 13.951 establece el régimen de mediación como método alternativo de resolución de conflictos judiciales en el ámbito de la Provincia (art. 1°), disponiendo en el art. 4° inc. 1 que quedan exceptuadas de la mediación las causas penales, excepto las sometidas a mediación voluntaria de acuerdo a lo establecido en la ley Nº13.433.
Que de este modo lo entendió la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo “Góngora” (2013), al señalar que en los casos referidos a violencia contra la mujer, en los términos de la Convención de Belem Do Pará, “la adopción de alternativas distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral es improcedente.”
Que en el precedente referido, fueron dos los argumentos utilizados por la Corte para llegar a dicha conclusión: en primer lugar, el máximo Tribunal Nacional entendió que el sentido del término “juicio” expresado en el art. 7 inc. f de la Convención mencionada, resulta congruente con el significado que en los ordenamientos procesales se le otorga a la etapa final del procedimiento criminal, en tanto únicamente de allí puede derivar el pronunciamiento definitivo sobre la culpabilidad o inocencia del imputado, es decir, verificarse la posibilidad de sancionar esta clase de hechos, exigida por aquel Tratado Interamericano.
Que el segundo argumento esgrimido por el máximo Tribunal Fedreal refiere a que el desarrollo del debate es de trascendencia capital a efectos de posibilitar que la víctima asuma la facultad de comparecer para lograr el “acceso efectivo” (art. 7 inc. f) al proceso de la manera más amplia posible, en pos de hacer valer su pretensión sancionatoria.
Que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem Do Pará) dispone que “Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado” (art. 3), entendiendo por violencia contra la mujer “cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer...” (art. 1°)
Que asimismo el referido instrumento interamericano establece como deberes de los Estados Partes en el art. 7, entre otros: “actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer” (inc. b) y “adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad...” (inc. d)
Que a su vez, en el sistema Universal, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer -cuerpo de expertos independientes cuyo objetivo es examinar los progresos en la aplicación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de toda forma de discriminación contra la Mujer- emitió en noviembre de 2016 Observaciones Finales sobre el séptimo informe periódico de Argentina.
Que en dicho documento se manifiesta que: “preocupan al Comité las barreras institucionales, procedimentales y prácticas que dificultan el acceso de las mujeres a la justicia, tales como... b) El uso de la mediación en los casos de violencia de género contra la mujer...” (12.b), y asimismo “recomienda que el Estado parte... vele por que los casos de violencia contra la mujer, en particular de violencia doméstica, no se resuelvan bajo ninguna circunstancia en virtud de procedimientos de mediación...” (13.c).


Que el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes”, por lo que, de conformidad con el art. 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.


Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1º: RECOMENDAR al titular de la Unidad Fiscal de Investigación Nº5 del Departamento Judicial de Moreno que en función de la normativa nacional, provincial y de los estándares internacionales que refieren a la materia, se abstenga de utilizar mecanismos de mediación o conciliación en causas relativas a violencia de género, y arbitre todas las medidas preventivas y cautelares que estén a su alcance a los fines de brindar protección adecuada a la Sra. V C R, D.N.I. Nº …., atento que la misma podría encontrarse frente a una situación de riesgo personal, en virtud de las reiteradas denuncias por violencia de género efectuadas.
ARTICULO 2º: Registrar. Notificar. Cumplido, archívese.
RESOLUCION N° 3/19
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